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DICTADURA
 

La dictadura es la más constante y antigua 
de todas las formas de gobierno: Grecia la vlvló 
ya en los siglos VI YVII a. C. y Roma, que le dio 
ese nombre. la experimentó como forma de go­
bierno legítima desde el siglo III a. C.. particu­
larmente bajo Sila y Julio César (Enciclopedia 
Jurídica Omeba). Sin embargo, sólo a partir de 
Montesquleu existe un criterio que aún ahora 
permite catalogarla entre las formas de go­
bierno antiguas y modernas, aunque en la prác­
tica es grande su analogía con autocracia. go­
bierno despótico, de facto o de hecho y gobierno 
totalitario. 
Autocracia.- Autocracia. autocrático o autori ­
tario es el término genérico que denota todo 
gobierno en el cual la única opinión y voluntad 
que rigen son las del gobernante. sin respeto al­
guno por las de los gobernados. Maurlce Duver­
ger Incluye entre las formas autocráticas de 
gobierno las dictaduras socialistas y. dentro de 
los regímenes capitalistas, las monarquías an­
tiguas y contemporáneas y las dictaduras con­
servadoras o fascistas en sus diferentes moda­
lidades históricas. 
Despotlsmo.- Despótico es. en cambio, el go­
bierno autocrático que usa el poder para opri­
mir a los gobernados cuyas libertades y dere­
chos son sacrificados a los Intereses persona­
les del gobernante. de sus esbirros o parientes o 
en aras de cualquier utopía a la que ellos adhie­
ren. sea la unidad religiosa. la pureza racial. la 
hegemonía de clase, el peligro comunista. etc. 
Montesquleu empleó esta denominación para la 
forma de gobierno distinta de la monarquía y de 
la república. 
Totalitarismo. - Más que una forma de gobierno 
es una forma de Estado ya que no es sólo un 
modo de organizar el poder político y regular las 
relaciones entre los distintos órganos encarga­
dos de ejercerlo que es lo propio de una forma de 
gobierno. Responde más bien a un concepto de 
Estado y de dos de sus elementos esenciales: la 
persona humana y el poder político, y trata de 
cómo han de ser las relaciones entre ellos. Para 
el totalitarismo son de subordinación de la per­
sona humana al poder. por lo cual éste la ma­
neja de manera que sirva a la realización de los 
objetivos del Estado. No hay. por tanto. espacio 

Julio César Trujillo Vásquez 

para las libertades y derechos de la persona ni 
de los grupos que forman las personas. El go­
bierno es, naturalmente. despótico. 
Gobierno de facto.- Se opone al gobierno de 
derecho o constitucional puesto que. mientras 
éste debe ceñirse al orden legal previamente 
establecido. el gobierno de hecho procede en 
todo conforme a la voluntad del gobernante. sea 
un Indívíduo o un grupo. dado que no hay orde­
namiento que respetar. 
Gobierno de facto y gobierno usurpador. ­
Bielsa y Linares en Argentina y Rodrigo Borja 
Cevallos en Ecuador. entre otros. lo mismo que 
Duverger en Francia, ponen de relieve la dife­
rencia entre un gobierno de facto y un gobierno 
usurpador. 

Diferencia en cuanto al origen del poder.­
Para los autores latinoamericanos la diferencia 
entre esas dos formas de gobierno radica en la 
manera como el gobernan te accede al poder: 
usurpador es el que lo asume por medio de la 
violencia, en contra del ordenamiento Jurídico y 
del gobierno constítuído conforme a él; de facto, 
o de hecho. es el que llega al poder al margen de 
la ley pero sin violencia. sea porque el titular 
legítimo abandona el cargo o porque éste se 
prorroga hasta que sea designado el que debe 
sustituirle conforme a derecho. 

Diferencia en cuanto a la validez de sus ac­
tos. - Para el tratadista francés la diferencia ra­
dica en que los actos del gobierno de facto son 
Jurídicamente válidos. como los de cualquier 
gestor de negocios ajenos. mientras que los del 
usurpador carecen de validez. Borja Cevallos 
afirma que si los actos de gobierno del usurpa­
dor son Indispensables para la continuidad ju­
rídica del Estado. se los conserva. Igual que los 
del gobierno de Iacto, sin necesidad de ratifica­
ción expresa por parte del gobierno que lo desa­
loja del poder y sólo quedan sin efecto por su de­
rogatoria o reforma. Duverger sostiene que los 
actos de los gobiernos de facto necesitan siem­
pre ser ratificados. como los de cualquier gestor 
de negocios ajenos. por el poder legítimo una 
vez restablecido. 

La distinción carece realmente de Impor­
tancia porque el usurpador se afirma en el poder 
o lo ejerce con el asentimiento expreso o tácito 
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del pueblo y entonces se convierte en un 
gobierno de facto o. en su defecto. no se conso­
lida y sus actos jamás llegan a tener conse­
cuencias jurídicas, salvo para el estrecho cír­
culo de sus subordinados, con lo cual es apenas 
una caricatura de gobierno que termina por 
caer. como ocurrió en Ecuador con el golpe de 
Estado del coronel Carlos Mancheno en 1947. 
Sin embargo. en este país ha prevalecido siem­
pre en la mente de los diputados constituyentes 
la tesis de Duverger: de ahí que uno de los pri­
meros actos. cuando no el primero. de las 
Asambleas Constituyentes de 1928-1929. 1938. 
1946 Y 1966-1967 haya sido declarar vigentes 
las normas jurídicas adoptadas por los dictado­
res que las precedieron. Ello no impide que. sea 
en el texto de la resolución o en los discursos de 
los diputados. se haya hecho hincapié en que tal 
vigencia era provisional en cuanto tales normas 
no se opusieran a las facultades del Poder 
constituyente. aclaración inútil puesto que de 
todos modos pueden ser reformadas o deroga­
das expresa o tácitamente. 
Dictadura.- Este término se reserva para califi­
car a los gobiernos que reunen las siguientes 
característícas: l. Acceso al poder al margen de 
la ley por un acto de fuerza, habitualmente un 
golpe de Estado. que depone al gobierno legal­
mente constituido y abroga el ordenamiento ju­
rídico vtgente, en particular la Constitución; 
pese a que la transitoriedad es inherente al 
concepto que proponen los autores y así lo de­
muestra la historia. la dictadura tiende a perpe­
tuarse. aunque nunca con éxito; 2. Ejercicio 
arbitrario del poder. porque no está sometido a 
ningún control y porque no está regulado por 
ningún ordenamiento jurídico sino por la volun­
tad del individuo o grupo que lo detenta; 3. Con­
centración del poder en un solo órgano. el dic­
tador. que generalmente prefiere otras denomi­
naciones, incluso la de presidente. 

El dictador ordinariamente asume las fun­
ciones legislativa. ejecutiva y administrativa 
pero deja la Función Judicial a otro órgano. a 
veces relativamente independiente: con menor 
frecuencia asume las tres funciones o confia la 
judicial a testaferros que actúan como jueces 
con arreglo a la voluntad del dictador. De cual­
quier modo, la peor dictadura es la que concen­
tra las funciones legislativa y judicial. 

Todas estas formas de gobierno son abstrac­
tas, forjadas en la mente de los teóricos, puesto 
que ninguna de ellas se encuentra en la historia 
en estado puro sino en una inimaginable varie­
dad de combinaciones. particularmente rica en 
América Latina. Las modalidades de las dicta­
duras en los países subdesarrollados que Du-

verger destaca son válidas para nuestro conti­
nente pues, como él mismo anota. hemos tenido 
dictaduras militares. dictaduras de partido 
único y semidlctaduras. 
Dictaduras militares.- En Latinoamérica, 
como en la mayor parte de los países subdesa­
rrollados, las Fuerzas Armadas son la institu­
ción temporal más sólida y. por ende. la única 
que. en situaciones de honda crisis social, 
puede suplir a los partidos políticos. al parla­
mento y a los sindicatos en el manejo del poder. 
Se caracterizan por ser ejercidas por un militar, 
sea en calidad de caudillo nacional. como Juan 
Domingo Perón, en la Argentina. sea como re­
presentante de las Fuerzas Armadas que asu­
men. en cuanto ínstítutícíón, el ejercIcio real del 
poder y las responsabílídades que ello entraña: 
tal fue el caso de los generales Guillermo Rodrí­
guez Lara, en el Ecuador, y Juan Velasco Alva­ "
 
rado, en el Perú. en el decenio de 1970. Otra ca­
racteristica suya es que se sustentan, funda­
mental si no exclusivamente. en la fuerza repre­
sentada por los soldados y sus armas. 

Las dictaduras militares no tienen ni inten­
tan. quizás porque no pueden. organizar un par­
tido político que las respalde ni dan mayor im­
portancia a la opinión públíca, recelan de las 
organizaciones sindicales, cuando no las hosti­
gan y/o disuelven, como en el caso de los regí­
menes que han encarcelado, torturado y asesi­
nado a sus dirigentes. 

Cuando el dictador militar alcanza el nivel de 
caudUlo nacional amplía el apoyo de la socie­
dad civU con lo cual sustituye el respaldo de las 
fuerzas armadas por el de un partido político y 
organizaciones sociales, gremios y sindicatos. 
En más de una ocasión los militares han prefe­
rido respaldar a un civil en la asunción del po­
der dictatorial, respaldo que ha estado, casi 
siempre, condicionado al cumplimiento del pro­
grama y las consignas de los jefes militares: el 
ejemplo más conspicuo y vergonzoso de subor­
dinación del poder civil al militar fue la dicta­
dura de Juan María Bordabeny en el Uruguay. 

Sería temerario incluir las dictaduras latino­
americanas y ecuatorianas entre las dictaduras 
conservadoras. pero sería asimismo inexacto 
catalogarlas como revolucionarias puesto que 
junto a algunas. desvergonzadamente reaccio­
narias, ha habido otras evidentemente progre­
sistas e inclusive las que no respetaron los de­
rechos cívíles, culturales y políticos propiciaron 
avances en materia económica y social. En la 
década de los años 70 y parte de los 80 las dic­
taduras militares acogieron con fervor en Ar­
gentina. Brasil. Chile. Uruguay y, en ciertos mo­
mentos. Bolivia. la doctrina de la seguridad na­
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clonal y suprimieron con violencia la libertad de 
sus pueblos. Con el argumento de que. según la 
tesis del presidente norteamericano Richard 
Nixon (La verdadera guerra ha comenzado). la 
humanidad vivía un estado de guerra no decla­
rada entre el comunismo y la civilización occi­
dental. la preservación de ésta demandaba la 
eliminación de aquél y de cuantos lo propugna­
ren o. de manera deliberada o no. sirvieran a sus 
designios de dominación mundial. 
La'dictadura en el Ecuador.- Dadas las carac­
terísticas de la sociedad ecuatoriana y debido 
quizás a la formación o defonnaclón profesional 
de sus rnlembros, las dictaduras se han Inspi­
rado en los prtncíptos de orden. disciplina y or­
ganización jerárquica y. en consecuencía, han 
entrado en conflicto con los de libertad. plura­
lismo e Igualdad Inherentes a un régimen demo­
crático e Indispensables para el funciona­
miento de los partidos políticos y otras organi­
zaciones sociales y condición prevía para el 
ejercicio de los derechos civiles. políticos y cul­
turales que siempre han sido. en mayor o menor 
medida. atropellados por las dictaduras. Por 
otro lado. un fuerte número de oficiales províe­
nen de las clases medias y populares y miran 
con slmpatia la ampliación o ascenso de ellas 
gracias a la Intervención del Estado en la crea­
cíón de las condiciones sociales necesarias 
para que sus miembros puedan gozar de los de­
rechos que les habían sido regateados o desco­
nocidos. Esas condiciones beneficiaron tam­
bién a los sectores más ricos de la sociedad ya 
que gozaron también del apoyo del Estado gra­
cias al cual contaron con bienes y servicios que. 
pese a su maníflesta necesidad. no podían pro­
ducir. lograron disponer de los recursos eco­
nómico-financieros de que carecían y. en fin. 
conjugaron los peligros de InmInentes quiebras 
y liquidaciones. 

Las dictaduras mílítares han contado con la 
asesoría y colaboración de la tecnoburocracía, 
casí siempre con una elevada formación téc­
níco-profeslonal y maníflesta sensíbílídad so­
cial pero. al mismo tiempo. sin compromiso 
político alguno y. en cíertos casos. nI síquíera 
Ideológico. La tecnoburocracla aumentó las di­
mensiones e Influencia de la clase medía que no 
habría encontrado empleo fácilmente fuera del 
Estado. 

Como consecuencia de la cornbínacíón de 
esos factores ha habido en el país gobiernos 
díctatoríales Innegablemente represivos y. al 
mismo tiempo. progresistas en lo económico y 
social. Por supuesto. ninguno de ellos ha apor­
tado una nueva concepción del Estado ní de la 
organización del poder diferentes de las here-

DICTADURA 

dadas del pasado. pese a haber extendido las 
funciones estatales a otras áreas no conocidas 
por el Estado LIberal de Derecho. Semejante 
oríen tacíón Ideológica caracteriza a la mayoría 
de las dictaduras del presente siglo. a partir de 
la de 1925. a la que debemos la íncorporacíón 
del Ecuador al Estado Social de Derecho. con­
sagrado en la Constitución de 1929. A la dicta­
dura del general Alberto Enriquez Gallo debe­
mos la legislación social, Inclusive el Código del 
Trabajo. 

La dictadura del contralmirante Ramón Cas­
tro Jljón no escapa a ese esquema Ideológico: 
pese a su anticomunismo militante y a los exce­
sos que trae consigo. tiene a su haber la Ley de 
Reforma Agraria que. si no satisfizo a los rnaxí­
malistas en esta materia. puso fin a las formas 
serviles de trabajo en el campo. con la consi­
guiente llberacíón de los Indígenas cuyas orga­
nizaciones han adquírído la fortaleza necesaria 
para constltulrse en Interlocutores del poder 
mestizo en la discusIón de los problemas del 
agro e Inclusive de la organtzaclón del Estado. 
Esa dictadura tuvo también el aporte de la pri­
mera reforma tributaría de carácter moderno. 
con fines tanto proteccíonístas cuanto Ilscalís­
taso y la Ley de Servícío Social y Carrera Admi­
nistrativa en favor de los burócratas. 

Tampoco dejó de ser represiva y moralizante 
la dlctadura de Rodríguez Lara, pero fortaleció el 
Estado con los recursos del petróleo: sIn em­
bargo. quizás por su distancIamiento de los po­
líticos y dirigentes sociales. creó. más con 
buena voluntad que con acierto. InstitucIones 
que se encargaron de admínlstrar los nuevos re­
cursos en programas y proyectos de IntencIón 
nacionalista. desarrolllsta y social. pero sln or­
den ni concierto. y que. debido al caos y a la 
confusión reinantes. no contribuyeron a rees­
tructurar. ní jurídica ni políticamente. el Estado 
de acuerdo con las necesídades y posíbílídades 
del país. como Instrumento del desarrollo na­
cíonal y de la liberación externa en condiciones 
de relativa equidad y efectiva Interdependencia. 
La dictadura del partido único.- Las dictadu­
ras que han asolado a América Central yel Pa­
raguay se han parapetado tras una apariencia 
de gobierno constltuclonal o de Derecho pero 
todas ellas fueron. en realídad. una farsa en el 
verdadero sentldo del térmíno, La dívístón de 
poderes se redujo a órganos diferentes. todos 
ellos a cargo de marionetas manipuladas por el 
díctador que se atribuía el nombre de presí­
dente; la discrepancia y la oposícíón estuvleron 
encamadas por gente vanídosa y sín escrúpulos 
que por exhíbícíonísmo y codicia se prestaban 
al engaño. mientras los dirigentes políticos y 
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sociales democráticos permanecieron en las 
cárceles o el exilio. En el ejercicio del poder 
omnímodo se mantuvieron, por largos años, 
camarillas sin ideología ni proyecto alguno 
como no fuera medrar del poder y perpetuarse 
en él mediante la corrupción de sus favoritos, la 
miseria de los pueblos y la opresión general. 
La semidictadura.- Los constltucionalistas 
consideran que tal es el caso de México. en el 
cual todo resulta ambiguo, desde el nombre del 
partido gobernante: PRI - Partido Revoluciona­
rio Instítucíonalísta (Duverger). Pero allí la am­
bigüedad no es ficción: hay elecciones real­
mente disputadas, aunque la oposición argu­
menta que, cuando el PRI ve amenazado su 
triunfo. pone en marcha una bien entrenada 
maquinaria del fraude; hay división de poderes. 
garantizada más que por la Constitución por las 
pugnas entre las diversas facciones del Partído: 
hay libertades, aunque el 62% de la población 
vive en los umbrales de la pobreza critica. 
Reconocimiento de la autoridad de la die­
tadura.- Para explicar la validez de los actos 
dictatoriales se ha elaborado la "doctrina de 
facto" , Iniciada en Inglaterra en el siglo XV, apli­
cada en Estados Unidos de Norteamérica parti­
cularmente durante la Guerra de Secesión, en 
Alemania en 1918, en Francia con el gobierno 
del mariscal Petain y más tarde respecto del 
gobierno provisional del general de Gaulle y, por 
supuesto, en América latina con ocasión de In­
numerables dictaduras. Pese a la diversidad de 
teorías, sean de Derecho privado o de Derecho 
público. la mejor explicación parece ser la de 
Jéze -a la que adhiere. en el Ecuador, Rodrigo 
Borja Cevallos- para quien es "una necesidad 
social asegurar el funcionamiento de los servi­
cios públicos del modo más regular y continuo 
posible. e Impedir que la colectividad caiga en la 
anarquía y el caos". La doctrina de faeto susten­
tada en una necesidad social es aplicable a tres 
situaciones diferentes: 

Gobierno de jaeto.- Por esa razón, y no por 
otra, son válidos los actos de gobierno de quie­
nes toman el poder por la fuerza o de hecho, de­
poniendo al gobierno legítimo, siempre que lle­
guen a consolidarse en él. Conviene recordar 
que para los regímenes presidencialistas de 
Latlnoaméríca el término "gobierno" comprende 
todas las funciones del Estado. a diferencia de 
lo que sucede en los regímenes parlamentarios 
en los que designa exclusivamente al Ejecutivo. 
Por otro lado, el gobierno Inicialmente usurpa­
dor, si logra consolidarse. se convierte en go­
bierno de facto y. por las razones de necesidad 
arriba Indicadas, sus actos adquieren legitimi­
dad. 

Entes públicos o privados colegiados o cor­
porattoos.- Integrados por dos o más miembros, 
aunque uno o varios de ellos ejerzan la función 
irregular o ilegalmente, sus actos son válidos, 
por las mismas razones, siempre que tengan la 
apariencia de regularidad. No procede. pues, 
impugnación de los actos de los entes colegia­
dos con el argumento de que su integración es 
ilegal. 

Funcionarios de jacto.- Linares guintana re­
crimina la desaprensión con que los autores ex­
trapolan la terminología europea a América la­
tina donde el gobierno comprende las tres fun­
ciones del Estado. En consecuencia. citando a 
Sánchez Víamonte, sostiene que gobierno de 
facto es el que asume y ejerce todas las funcio­
nes del Estado sin sujeción al derecho que, por 
lo demás. queda abrogado sea con la concen­
tración de todas ellas en un solo órgano estatal 
o con la simple hegemonía de uno de ellos en 
desmedro de los otros; funcionarios de facto son 
los que ejercen las funciones o cargos públicos 
sin nombramiento expedido conforme a dere­
cho. 

El estudio de los gobiernos de facto es propio 
del Derecho constitucional y el de los funciona­
rios de facto compete al Derecho administrativo 
en el cual se distinguen: funcionarios de facto, 
funcionarios con Investidura nula y funciona­
rios Incompeten tes o que actúan sin compe­
tencia para llevar a cabo los actos que realizan. 
La doctrina de facto se aplica únicamente a los 
primeros, respecto de los cuales Marienhoff 
afirma: "Con rarísimas excepciones, la doctrina 
científica acepta la validez y eficacia de los ac­
tos de funcionarios de facto, en tanto que concu­
rran detennlnadas condiciones" entre las cuales 
figuran las siguientes: los aetas jurídicos como 
emanantes de agentes o funcionarios de jure o 
sea de derecho: buena fe por parte de terceros, o 
sea del público, pero en caso de conmoción ella 
no es menester puesto que el estado de necesi­
dad Justifica que cualquier persona asuma el 
cargo pese a no tener nombramiento o elección 
regulares y que todos, no obstante conocer su 
origen Irregular, le rindan acatamiento; una úl­
tima condición, de singular Importancia moral 
pero de dificil aplicación en la práctica. es que 
el establecimiento del funcionario de facto res­
ponda al Interés público o de terceros y no al 
suyo o de sus allegados. También se Invoca en 
favor de la validez de los actos del funcionario 
de facto el principio de la presunción de legiti­
midad de los actos administrativos y la teoría 
del error común basada en el adagio prove­
niente del Derecho Romano: "error conmunis 
[acü jus' (el error común hace derecho). 
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Lo dicho de los funcionarios de facto es 
también aplicable a los empleados de facto. El 
nombramiento o elección tanto de unos como 
de otros. hecho con violación de los requisitos o 
trámites legales. es nulo pero mientras no se 
declare la nulidad son funcionarios o emplea­
dos de derecho; consecuentemente, sus actos 
son válidos yv en Interés de la colectividad, la 
declaración de nulidad del nombramiento o 
elección no surte efectos sino ex nunc, o sea 
para el futuro. Los tratadistas argumentan que 
si los actos del funcionario o empleado de facto 
son válidos. pese a que asumió el puesto trregu­
larmente, con mayor razón tienen que serlo los 
del funcionario o empleado con nombramiento 
nulo o anulable que debe su puesto a nombra­
miento o elección de quienes tienen facultad 
para ello, y el acto o actos realizados no son 
actos suyos personales sino llevados a cabo en 
ejercicio de atribuciones prescritas en la ley no 
para él como persona natural sino para el cargo 
que desempeña. 

Precisamente por falta de atribuciones. no 
del funcionario o empleado como persona sino 
del cargo u órgano-Institución. el acto del fun­
cionario mcompetente es nulo como lo seria el 
del funcionario de facto con nombramiento o 
por elección nulos si el puesto no existiera o no 
tuviera atribuciones para realizar ese acto. Se­
mejantes soluciones del Derecho constitucional 
y del Derecho administrativo son Independien­
tes de las. sanciones que el Derecho penal tiene 
previstas para quienes actúan corno funciona­
rios o empleados de facto o con nombramiento 
o por elección nulos o para los que se excedie­
ran en el ejercicio de sus funciones o actuaran 
fuera del árnbíto de su competencia. 

La doctrina y el Derecho ]XJsitivo.- La situa­
ción de leos gobiernos y funcionarios de facto no 
está prevista en el Derecho positivo porque se­
ria un contrasentido que regulara el ejercicio del 
poder que se realiza al margen del derecho. 
cuando no con su abrogación expresa. Pero se 
encarga de sustentarlos científicamente la 
doctrina. para la cual el derecho no es mera de­
ducción lógica de normas a partir de principios 
abstractos sino Instrumentos de la sociedad 
para resolver. con equidad y eficazmente. los 
complejos problemas que nacen de las relacio­
nes de sus miembros entre sí y con la colectivi­
dad, a fin de que establezca o restablezca por lo 
menos la paz pública. Las cuestiones derivadas 
de los funcionarios y empleados de Jure que ac­
túan sin competencia o con nombramiento o 
por elección nulos. deberian estar. por el con­
trario. previstas en el Derecho positivo. 
La dictadura constituclonal.- En la ciencia 
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del Derecho constitucional se llama así a los 
regímenes de excepción que. para casos de 
conmoción Interna o de agresión exterior. 
prevén las constituciones latinoamericanas. Lo 
esencial de estos regímenes es la suspensión 
total o parcial de los derechos y garantías fun­
damentales de la persona humana. la amplia­
ción de las facultades discrecionales del presi­
dente de la República. la autorización para que 
haga uso de facultades que. en circunstancias 
normales, están sujetas a limitaciones. la con­
centración en sus manos de las funciones legis­
lativa y ejecutiva y. en ocasiones. el Imperio de 
la ley militar. facultades de las que abusan los 
gobiernos. Incluso algunos constitucionales 
(Héctor Fíx-Zamudlol. 
La dictadura constitucional en el Ecuador.­
La Constitución Política de la República. en las 
letras m) y n] del artículo 79. regula la Institu­
ción conocida con el nombre de "dictadura 
constitucional". Por el primero de esos precep­
tos el presidente de la República tiene atribu­
ción para decretar la movilización. desmovili­
zación y requisiciones que crea necesarias y. 
por el segundo, declarar el estado de emergencia 
nacional y asumir atribuciones realmente 
dictatoriales. tales como establecer censura 
previa en los medios de comunicación. suspen­
der la vigencia de los derechos y garantías 
constitucionales y declarar zona de seguridad el 
territorio nacional. amén de otras de carácter 
administrativo y fiscal. 

El ejercicio de esas atribuciones se encuen­
tra regulado en la Ley de Seguridad Nacional. 
pero la Constitución establece limitaciones de 
gran Importancia. En primer lugar. en tales ca­
sos no se suspende la división de funciones del 
Estado en los tres órganos esenciales y tam­
poco dejan de funcionar los órganos encargados 
de la Jurisdicción constitucional. es decir la 
Corte Suprema y el Tribunal de Carantlas 
Constitucionales. En segundo lugar, el presi­
dente de la República, Investido de facultades 
excepcionales, no puede suspender el derecho a 
la Inviolabilidad de la vida ya la Integridad per­
sonal. no puede ordenar la expatriación de 
ecuatorianos ni su confinamiento fuera de las 
capitales de provincia o en reglón distinta de 
aquella en que viviere el afectado. 

Aunque la Constitución Impone al presi­
dente de la República la obligación de poner en 
conocimiento del Congreso o. de no estar reu­
nido, del Tribunal de Garantías Constituciona­
les. el decreto por el cual ha declarado la movili­
zación o el estado de emergencia. ambos orga­
nismos han considerado que es de su compe­
tencia juzgar si son válidas las causas Invoca­
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das para ello por el presidente. NI la Constitu­
ción ni la Ley de Seguridad Nacional disponen 
nada sobre el decreto de movilización, pese a 
que, de conformidad con la Ley, semejante de­
creto compromete derechos fundamentales, 
entre ellos la libertad de trabajo. la propiedad o 
el uso de patentes y el derecho de propiedad. 

En contra del principio del Derecho consti­
tucional que reza "deleqata potestas no potesta 
delegan" (no puede delegarse el poder delegado) 
y con el fin de suprimir el recurso de tercera Ins­
tancia e Introducir el de casación, la séptima 
Disposición Transitoria de las Reformas a la 
Constitución Política, aprobadas en 1992, con­
fiere a la Corte Suprema de Justicia la facuItad 
de reformar, por reglamento, las leyes formales 
vigentes. De esta manera, acaso sin conse­
cuencias mayores por ahora, se ha Introducido 
el peligroso precedente de concentrar en un 
mismo órgano la función legislativa y la Judicial 
y se ha dado origen a una nueva versión de dic­
tadura constitucional. 
La dictadura constitucional en los paises 
del Grupo Andino (GRAN).- Dado que en 
América Latina está muy generalizada esta 
forma de gobierno de excepción. el artículo 27 
del Pacto de San José de Costa Rica o Conven­
ción Americana de Derechos Humanos prevé 
las causas de su Instauración, los límites de sus 
atribuciones y sus obligaciones para con la co­
munidad de Estados Americanos. ' 

Las constituciones políticas de los países 
miembros del GRAN, entre ellas la de Ecuador, 
contemplan la dictadura constitucional con di­
ferentes nombres: Bolivia la llama "Conserva­
ción del Orden Público"; Colombia, "Estados de 
excepción" que comprenden el "estado de gue­
rra", el "estado de conmoción Interior" y el "es­
tado de emergencia"; Venezuela prevé este úl­
timo con o sin restricción o suspensión de las 
garantías constitucionales y medidas Indispen­
sables para evitar trastornos del orden público. 
Abrogación de la Constitución. dictadura 
constitucional y violación de la Constitu­
ción.- En estos tres casos los actos de los go­
biernos pueden tener cierta similitud y por ello 
la opinión pública los confunde. Sin embargo. 
desde el punto de vista de la ciencia política son 
tres realidades diferentes. 

La abrogación de la Constitución es su dero­
gatoria total seguida de un gobierno de facto o 
de una nueva Constitución. la dictadura consti­
tucional es un gobierno de excepción regulado 
por la propia Constitución y la violación de la 
Constitución ocurre cuando las autoridades o 
los particulares ejecutan actos o acuerdan con­
venciones que contrarían o contradicen la 

Constitución; mas, como ésta sigue vigente, sus 
autores son responsables política y penal­
mente, de acuerdo con lo que la Constitución 
y /0 el ordenamiento Jurídico sustentado en ella 
tengan prescrito para el efecto. 
La dictadura y la comunidad internacio­
nal.- La recurrencía de las dictaduras en nues­
tra reglón ha dado origen a la discusión acerca 
de lo que debería hacer la comunidad Interna­
cional para prevenirlas o ponerles término. 

En Ecuador tuvo su origen la "doctrina To­
bar", concebida y propuesta a los demás Esta­
dos Americanos por el canclller ecuatoriano 
Carlos R. Tobar en 1907. en los siguientes tér­
minos: "Las Repúblicas Americanas, por su 

.buen nombre y crédito, aparte de otras conside­
raciones humanitarias y altruistas, deben Inter­
venir de modo Indirecto en las discusiones In­
testinas de las Repúblicas del Continente. Esta 
Intervención podría consistir a lo menos en el 
no reconocimiento de los gobiernos de hecho 
surgidos de las revoluciones contra la Consti­
tución". 

El reconocimiento. dice Podestá Costa. es el 
acto por el cual el Estado que lo otorga consi­
dera al gobernante de facto como "órgano de la 
autoridad pública del Estado en que rige, en 
cuanto ella trasciende al exterior. y por lo tanto 
aquél manifiesta el propósito de cultivar las re­
laciones Internacionales por Intermedio de ese 
gobierno" (Derecho Internacional Público). El 
no reconocimiento propiciado por la doctrina 
Tobar seria la negativa de los gobiernos ameri­
canos a mantener relaciones de todo tipo con el 
Estado en donde rija un gobierno de facto. Los 
presidentes de Venezuela Rómulo Betancourt y 
Raúl Leonl la practicaron durante su gobierno. 

Por temor a la Intervención de los estados 
poderosos en los asuntos Internos de los paises 
déblles ha prevalecido, más bien, la "doctrina 
Estrada" (de Genaro Estrada, Secretario de Es­
tado de México) conforme a la cual los nuevos 
gobiernos no necesitan del reconocimiento de 
los demás y su validez Jurídica no depende de 
ese reconocimiento que constítuíría "una prác­
tica denigrante para la soberanía". Sin embargo, 
Estados Unidos la ha aplicado cuantas veces ha 
considerado que convenía a sus Intereses, In­
cluso con el respaldo de la fuerza, para despla­
zar del poder al gobernante al que, por sí y ante 
sí, ha calificado de usurpador. Tal fue el caso del 
general Manuel Norlega en Panamá, entre mu­
chos otros. 

Pese a que hay quienes opinan que el artí­
culo 9 de la Carta de la Organización de Estados 
Americanos estaria en contra de la doctrina del 
no reconocimiento, la opinión pública contí­
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nental ha respaldado la Intervención de la OEA 
para poner fin al gobierno dictatorial de HalU 
como lo hizo. en su momento. con el pronun­
ciamiento del Consejo de Ministros de Relacio­
nes Exteriores del Grupo Andino contra la dic­
tadura de Anastaslo Somoza en Nicaragua. 
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